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Implicaciones del Reglamento de Prevención de
Blanqueo de Capitales y Financiación del
Terrorismo para los profesionales de la abogacía

Con la publicación el pasado 6 de mayo del Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, por el que se aprueba el

Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del

terrorismo, por fin, se cumplía con uno de los preceptos de esta Ley. Concretamente con su Disposición final

quinta, que habilitaba al Gobierno para que en el plazo de un año desde la entrada en vigor de la Ley, aprobase

el Reglamento; plazo que finalizaba el 30 de abril de 2011. 

Los motivos de que el reglamento no haya sido aprobado en plazo no se han explicado, pero parece claro que

la aprobación en febrero de 2012 de las nuevas recomendaciones del GAFI (Grupo de Acción Financiera

Internacional), y la visita de este organismo a nuestro país este mismo año, ha hecho que se retrasase en

demasía. 

Pese a que el propio preámbulo de la Ley 10/2010 nos dice que es una “Ley notablemente más extensa que,

desde un punto de vista crítico, podría tacharse de excesivamente reglamentista”, la Ley dejaba algunos

aspectos pendientes de concretarse mediante Reglamento. 

Pero no podemos comenzar a desarrollar el Reglamento sin antes mencionar la no menos importante Ley

19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. Esta Ley, en

su Disposición final sexta, modificó algunos de los artículos de la Ley 10/2010 para, por un lado, adecuarse a

las necesidades de la sociedad -como es ampliar ...

https://www.economistjurist.es/suscripcion-paso-1-de-2/

